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1. INTRODUCCION 
 
Uno de los aspectos más inquietantes y menos estudiados en la compleja 
problemática social, es el consumo de sustancias psicoactivas entre las personas en 
conflicto con la ley, puntualizando el caso de adictos a éstas y que por el hecho de llevar 
su aprovisionamiento superior a la dosis personal es sometido al peso de la justicia.  
 
El consumo de sustancias psicotrópicas es un factor discriminatorio y con mayor 
razón cuando es el mismo Estado quien ha definido la persecución penal de todo aquél, sin 
discriminación, que porte sustancia superior a la permitida y muy a pesar de tratarse de 
conductas punibles que no generan un daño directo y concreto en terceras personas, las 
leyes penales muestran una tendencia hacia la maximización del uso del derecho penal, 
que se refleja en el incremento desmedido de las conductas que tienden más a la libre 
autonomía de la personalidad y en el peor de los casos a la autodestrucción, que a la 
afectación del derecho ajeno. 
 
Así mismo, la represión a los consumidores ha sido una excusa para colocarlos bajo 
sospecha, particularmente a los de escasos recursos, y la criminalización de la tenencia para 
consumo es una herramienta más para la creación de un contexto represivo que tiene como 
víctimas a grupos determinados, especialmente a quienes viven en situación de pobreza e 
ignorancia.  
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Lo antes mencionado, es acertado, no obstante, deben ser contrarrestados con las 
decisiones de los jueces, quienes deben tener presente al momento de penar el consumo o 
tenencia, factores relevantes como las condiciones familiares, de salubridad, las socio-
culturales, entre otras, de aquellos que sufren de farmacodependencia, teniendo en cuenta 
que los métodos para combatir el consumo de estupefacientes, han sido propuestos como 
alternativas para reformar y mejorar los sistemas de justicia, debatiéndose aún en un 
ambiente de marginalidad o de resultados limitados, sin embargo, a pesar de sus avances, 
siguen siendo, más una promesa que una realidad.  
 
Además, es necesario tener un régimen alternativo de penas cuya ejecución sea 
creíble, así como la intervención en el consumo de sustancia psicotrópicas,  enfatizando en 
la articulación entre el gobierno y los ciudadanos para priorizar las acciones y las medidas 
más urgentes.  
 
Del mismo modo, es necesario mencionar que las decisiones maximalistas, ya que 
sus fundamentos son mucho más amplios que los necesarios para resolver un caso concreto, 
con alcance más general se inmiscuye en la tarea legislativa. 
 
Se concluye entonces, que los severos problemas de adicción al ser susceptibles de 
ser penalizados, por las graves consecuencias que genera en el consumidor, en su entorno 
familiar y en general en la sociedad que reprocha este tipo de actos, deben ser estudiados 
y examinados por los jueces, no como una conducta delincuencial, sino por el contrario 
como un comportamiento de alguien que necesita mayor protección y ayuda, asimismo, se 
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debe analizar teniendo en cuenta las condiciones que provocaron tal situación, entre ellas, 
las de marginalidad e ignorancia.   
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2. PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 
 
Penalizar al adicto aumenta su condición de vulnerabilidad, pues situación irrefutable 
es que el fármaco-dependiente está catalogado como un enfermo; así lo ha reconocido 
recientemente nuestro Estado Colombiano, medida que entre otras, tiende a que se supere 
la situación social de inferioridad en la que éste se encuentra; así, reconocer su condición 
clínica como de marginalidad a la hora de penalizar el porte de estupefacientes en el cual 
éste sea sorprendido, humaniza el Derecho y regula el límite del poder punitivo Estatal. 
 
El problema del consumo de drogas constituye, en esta década, una de las principales 
preocupaciones de la sociedad colombiana y de la comunidad internacional. El uso 
indebido ha aumentado alarmantemente en todos los rincones del mundo. La marihuana es 
una de las más consumidas. La cocaína aumenta cada día y en muchos países toma 
proporciones epidémicas. El abuso de anfetaminas, barbitúricos, sedantes y tranquilizantes 
solos o combinados con alcohol u otras drogas, también aumenta. La inhalación de 
disolventes volátiles de algunos pegantes y diluyentes de pintura es un problema en niños 
en muchos países. 
 
De allí, que esta problemática se analice desde una perspectiva de salud integral: 
paciente-familia-entorno social, considerando que la percepción social del problema es 
imprescindible para identificar los factores que favorecen su propagación. 
Esta investigación tiene como objeto estudiar la ciudad de Pereira, ya que esta no se 
escapa a esta epidemia como por decir de las Drogas o Estupefacientes, son los 
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adolescentes quienes están siendo atraídos por el consumo de sustancias como son la 
marihuana, la cocaína y el Popper y no hay ningún ente estatal o privado que los guie para 
evitarla, y las actividades de rehabilitación adecuadas son por parte de la Fundación 
Hogares del Claret entre otras. 
 
De manera que con este estudio, se pretende establecer que existen situaciones 
psicológicas que preceden el consumo de drogas, tales como la baja autoestima, la 
depresión, el aislamiento, problemas de identidad, conductas rebeldes, impulsividad, 
conductas desviadas y su tolerancia, problemas mentales, conductas infractoras y 
conflictos con el rol sexual, por lo que ante éstas señales hay que estar alerta para la 
identificación temprana de problemas asociados al consumo de drogas. 
 
2.1 Formulación Del Problema 
 
¿Cuál ha sido la posición de los jueces penales del circuito de Pereira y Dosquebradas 
respecto a la condición de marginalidad de los consumidores de estupefaciente durante el 
2012/I – 2013/II? 
 
 
 
 
 
 
P o s i c i ó n  d e  l o s  j u e c e s  p e n a l e s  | 9 
3. HIPÓTESIS 
 
Afirmativa 
 
Hubo una  posición positiva asumida por los Jueces Penales  del Circuito de Pereira 
y de Dosquebradas, frente a los adictos al momento de resolver un caso puesto bajo su 
consideración entre el año 2012/I – 2013/II.  
 
En el entendido que se asume una posición de comprensión observando la conducta 
del consumidor de estupefacientes así como su adicción como una enfermedad que requiere 
un tratamiento, en el mismo sentido adoptando la rebaja legal establecida en los casos de 
marginalidad probada en el curso del proceso. 
 
Negativa 
 
No hubo una  posición positiva asumida por los Jueces Penales  del Circuito de 
Pereira y de Dosquebradas, frente a los adictos al momento de resolver un caso puesto bajo 
su consideración entre el año 2012-2013.  
 
Cuando se asume una posición reacia a considerar que la adicción al consumo de 
estupefacientes no es una enfermedad y además no reconocer ningún tipo de beneficios o 
rebajas de ley en los casos en que se prueba la situación de marginalidad del procesado.  
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4. JUSTIFICACION 
 
La adicción a sustancias químicas que alteran el funcionamiento del cerebro es una 
patología que se ha extendido debido a la proliferación desmesurada de quienes la 
comercializan por encontrar en ésta un negocio lucrativo.  
 
El Estado, con el fin de contrarrestar los efectos negativos del Tráfico de 
Estupefacientes, incluyó como conducta delictual  “llevar consigo” sustancia que produce 
dependencia, lo que condujo a que en la mayoría de los casos, se penalicen adictos a las 
anfetaminas, desconociendo la autonomía personal de éstos, pero a la vez desacatando uno 
de sus fines esenciales como es el de proteger a las personas residentes en Colombia, en 
sus vidas y libertades personales –artículo 2º de la Constitución Política. 
 
Una respuesta positiva al poder punitivo del Estado puede estar en quienes 
administran justicia, de ahí que conocer su postura frente a los justiciables que infringen la 
ley mediante la conducta de llevar consigo sustancia psicotrópica que supera la dosis 
personal, resulta de trascendental importancia de cara a conocer la interpretación que a su 
juicio constituye más ajustada a derecho y a las garantías fundamentales.  
 
Las diferentes variables entre uno y otro operador jurídico o la más justa de las 
interpretaciones, puede constituir un precedente de gran entidad para enfrentar la 
problemática desde una óptica distinta, jurídicamente hablando, que indefectible toca con 
lo humano por versar sobre éste y aplicarse por el mismo y que aporte  soluciones mediante 
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las cuales el Estado cumpla la función social y garantista de los derechos inherentes a toda 
persona que le compete. 
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5. OBJETIVOS 
 
5.1 Objetivo  General. 
 
Explicar la posición de los jueces penales del circuito de Pereira y Dosquebradas 
respecto a la condición de marginalidad de los consumidores de estupefaciente durante el 
2012/I – 2013/II 
 
5.2 Objetivos Específicos. 
 
 Identificar que condición le otorga el Estado Colombiano al adicto a sustancias 
fármaco-dependientes. 
 
 Analizar la situación jurídica del adicto que es llamado a responder penalmente como 
consecuencia de su comportamiento fármaco-dependiente –porte de estupefacientes 
 
 Determinar cómo influye la condición de adicto en el judicializable en el Juez, al 
momento de éste resolver un caso puesto bajo su consideración y en el cual dicha 
condición fue determinante para la comisión del hecho tipificado por el legislador como 
delito. 
 
 Describir si la categorización de marginalidad del adicto puede contribuir  a la 
minimización o erradicación de su penalización 
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6. MARCO REFERENCIAL 
  
6.1 Estado de Arte 
 
Tesis de grado  Factores y consecuencias del consumo de sustancias 
estupefacientes en adolescente del municipio de Cartago  Valle en el año 2010-2011, 
elaborado por Juan Vargas Ovalle,  Universidad Libre Seccional Pereira, 2012. 
 
Aspectos: Si bien la tesis anteriormente mencionada plantea la temática de los 
factores y las consecuencias de sustancias estupefacientes, está enfocado principalmente 
en los adolescentes del municipio de Cartago – Valle, mas sin embargo este trabajo aporta 
significativamente a esta investigación como un medio de referente debido a que se toca la 
misma problemática pero este se analiza desde el punto de vista de los jueces y sus 
argumentos. 
 
Ahora bien de la tesis de Vargas Ovalle (2012), se abstrae la siguiente cita: 
“Colombia está consumiendo el 130 por ciento más de cocaína que el promedio mundial, 
mucho más que cualquiera de los países industrializados, advirtieron las Naciones Unidas 
al entregar con el gobierno los resultados de la encuesta nacional de consumo de drogas, 
que señala que más de cuatro millones de colombianos han usado estupefacientes por lo 
menos una vez en su vida. 
Aldo Lale, delegado de la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el delito, dijo 
que los datos obtenidos en Colombia son un verdadero campanazo de alerta, sobre todo 
por la acción de bandas criminales que producen las drogas. 
"A nivel mundial si comparamos a Colombia con los países industrializados vemos que 
está consumiendo 130 por ciento más que el promedio mundial, y en éxtasis o drogas de 
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diseño, Colombia está consumiendo el 50 por ciento más que el promedio mundial", afirmó 
Lale, quien destacó que en cuanto a consumo de marihuana es menor que la media 
mundial. (Vargas Oballe, 2012, p.15 cita a Lale). 
 
Por otro lado, también se hace pertinente traer a colación el siguiente aparte: 
 
“La costumbre de drogarse no es nueva. Históricamente, el hombre siempre ha consumido 
sustancias que alteran el funcionamiento normal del sistema nervioso central. El alcohol 
y los opiáceos fueron los primeros psicoactivos empleados con esta finalidad ya alrededor 
de año 5.000 a.C. Se estima que el cáñamo (cannabis sativo) se cultiva en China desde 
hace 4.000 años. En América, el imperio incaico (andino) sacaba tres cosechas anuales 
de hoja de coca (erythroxilum coca lam) las cuales se utilizaban como analgésico y 
energizante de uso diario, especialmente, en virtud de la fatiga producida por la altura. 
En la sociedad Azteca, igualmente se empleaba la ingestión del hongo llamado teonanacati 
y el consumo de peyote con fines religiosos1. 
Con fines mágico-religiosos, para huir de la realidad, para hacer frente a los problemas 
o por la incapacidad para ello, por simple placer o con fines médicos el hombre ha hecho 
uso de plantas y productos químicos hoy incluidos en el concepto de drogas2. Han sido 
muchas las sustancias psicoactivas empleadas, pero las más difundidas son la cafeína, el 
tabaco, el alcohol, el cannabis, la cocaína y los opiáceos. Probablemente, el alcohol sea 
el más antiguo de todos. Las pesquisas históricas no son concluyentes, pero indican que la 
fermentación de algún fruto o de la miel es el origen remoto del primer psicoactivo.  
Los opiáceos también poseen una larga historia. El opio, jugo de un tipo de amapola, es 
una de las drogas más versátiles conocidas. Gracias a su ingrediente activo, la morfina, 
el opio adormece el dolor, produce júbilo, induce el sueño y reduce las aflicciones” (Cita 
de Vargas Ovalle a Hodgson, 2014). 
 
Monografía de grado  denominada  “Situación socio jurídica del barrio Gustavo 
Restrepo respecto al consumo de las sustancias psicoactivas durante los años 2009 al 
2011”  elaborado por Joan Sebastián Jaramillo Rubiano y Laura Camila Cortes Gómez, 
2012. 
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Aspectos:  Según Jaramillo y Cortes (2012), la problemática del consumo de 
sustancias Sico- activas en el barrio Gustavo Restrepo dentro de los años 2009-2011 se 
debió a  varios componentes socio-jurídicos que se analizaran por medio de objetivos tanto 
del general como de los específicos, estos involucran aspectos como teorías de ineficacia 
de políticas públicas, un análisis socio jurídico comparativo con otros países que han tenido 
una regulación legal distinta a la de Colombia, de igual manera se llevó a cabo un estudio 
etnográfico con el fin de observar el comportamiento de la población del barrio citado y el 
manejo jurídico y real que le dan las autoridades locales a dicha problemática. Así mismo 
como parte del trabajo de campo, se llevó a cabo la aplicación de encuestas a la población 
del Barrio Gustavo Restrepo y entrevistas a las autoridades distritales locales, allí los 
doctrinantes lograron concluir entre otras cosas que es totalmente ineficaz la política 
pública de criminalización del consumidor de sustancias Sico-activas por ello se lleva a 
cabo un diseño de política pública de varios componentes distinto al que actualmente se 
está pregonando. 
 
Por otra en cuanto a la valoración de la información de la investigación de Jaramillo 
Cortes, 2012, se entiende que este trabajo contiene muy buen material teórico  del cual se 
tomaran apartes que ayuden en la ejecución del mismo. 
 
Por último se halla la monografía de grado titulada “La adicción a prohibir: 
tratamiento jurídico-político de las adicciones en Colombia”  elaborado por Fabián 
Alejandro Vega Yepes, Universidad de Antioquia, Facultad de derecho y ciencias Políticas, 
2010. 
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Aspectos: De acuerdo con el doctrinante Vega Yepes, el afán de buscar de hallar 
soluciones, encaminadas a la prohibición, ha causado una serie de consecuencias de tipo 
social, que en ultimas se transforman en un problema de tipo jurídico, los cuales llegan 
hasta los niveles de la estructura estatal, dejando entrever que en si el problema es una 
problemática social 
Por otro lado a continuación se translitera el siguiente aparte: 
“…Concepto de Adición: enfermedad primaria, crónica con factores genéticos, 
psicosociales y ambientales que influencian su desarrollo y manifestaciones. La enfermedad 
es frecuentemente progresiva y fatal. Es caracterizada por episodios continuos de descontrol 
sobre el consumo, a pesar de consecuencias adversas, y distorsiones del pensamiento, más 
la notable negación de las adicciones.” (Cita de Vega Yepes a Valle). 
 
Del mismo modo se establecen algunas diferencias que se citan a continuación: 
 
“En la adicción: El sujeto se relaciona con una sustancia y la consume, hay una ingesta de 
esa sustancia que sustituye las funciones de los neurotransmisores. Los expertos dicen que 
no hay necesariamente una representación psíquica inicial, es decir, en principio podría ser 
sólo un asunto biológico. 
En la dependencia: No hay necesariamente ingesta de sustancia, se depende de un objeto 
amarrado a una representación psíquica: Hay gente dependiente de la Internet, del trabajo, 
del juego, de la comida, entre otros. Todos ellos pueden ser objeto de dependencia, que a su 
vez pueden llegar a tener efectos orgánicos potenciando a los neurotransmisores.” (Cita de 
Vega Yepes a Dirección de Bienestar Universitario, 2005, p.9). 
 
 Por último se abstrae la definiciones del Dr. Sierra Lopera 
 
“Uso: Es el consumo o utilización de una droga u otro elemento u objeto, en forma ocasional 
y sin un patrón de uso determinado. Pudiendo ser experimental, recreativo o automedicado. 
Abuso: Es el uso continuado, con regularidad y en cantidades y ocasiones crecientes 
conociendo los daños que puede producir. 
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Dependencia: Cambios orgánicos y/o funcionales que se producen en una persona a partir 
del uso de una droga o de la relación con un objeto. Puede ser Física (estado de adaptación 
orgánica que se manifiesta por desórdenes físicos intensos cuando se suspende la 
administración de la droga o se da el desprendimiento del objeto causa de la dependencia.) 
y Psíquica (Sentimiento de satisfacción e impulso compulsivo que lleva al uso continuo o 
periódico de una sustancia u objeto, por placer o para evitar un malestar o sentimiento de 
insatisfacción.) 
 
Adicción: uso permanente y compulsivo de una sustancia o de un objeto, determinado por 
cambios en los hábitos y la actitud frente a la vida, acompañado de dependencia psíquica 
y/o física, con componentes como el deterioro físico y la disfunción sociofamiliar.” 
 
Este hecho [las múltiples causas de las adicciones] es además importante en el tratamiento 
de estos desórdenes pues cada persona es diferente y muestra distintos matices del problema 
de modo que es necesario individualizar cada caso y realizar un estudio amplio de la historia 
personal y familiar antes de hacer un diagnóstico. 
 
Factores biológicos, genéticos, psicológicos y de personalidad, socio-culturales y familiares 
se unen en una interacción multisistémica produciendo primero la predisposición y luego 
con la exposición al factor desencadenante, que podría ser: sustancias psicotrópicas, juego, 
sexo, relaciones, comida, etc.; se evoluciona hacia la consolidación del proceso patológico 
llamado adicción (Cita de Vega Yepes, 2012, a Alvarado). 
 
6.2 Marco Teórico 
 
Primera visión: Plan Nacional de Reducción del Consumo de Drogas 2009-2010  
 
En vista de que el estado se encuentra obligado a diseñar propuestas tendientes a 
prevenir el consumo y a garantizar la atención del adicto mediante la desintoxicación 
farmacológica, el tratamiento, rehabilitación y la reincorporación socio-laboral (Plan 
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Nacional de Reducción del Consumo de Drogas 2009-2010), con el fin de equilibrar los 
efectos negativos del Tráfico de Estupefacientes, desde el año 1986 mediante la ley 30 
adopta el Estatuto Nacional de Estupefacientes, que es un conjunto de normas 
sistematizadas y organizadas, dirigidas a la prevención, tratamiento, rehabilitación y 
represión de conductas delictivas. 
 
Una de las circunstancia influyentes para la creación de la Ley 30 de 1986, fue el 
hecho de que había transcurrido un tiempo considerable desde la expedición del Decreto 
1188 de 1974, por el cual, el Estado empieza a controlar la fabricación, distribución y 
reserva de drogas o sustancias que produjeran dependencia física o psíquica; concibe el 
desarrollo de programas educativos y campañas publicitarias; determina la invención del 
Consejo Nacional de Estupefacientes y sus funciones, además, señala penas para 
responsables y permite decomisar cualquier medio que facilite la producción, 
transportación, venta de estas sustancias, no obstante, el mencionado Decreto, no reguló 
normas para la protección de las personas que se encuentran sumidas en la drogadicción. 
 
De igual forma, desde el momento de la expedición del Decreto 1188 de 1974 hasta 
la Ley 30 de 1986, aparecieron nuevas formas de delincuencia que era preciso recoger para 
tipificar y sancionar, aparecieron nuevas drogas, surgió el tráfico de productos utilizados 
en la elaboración de estupefacientes, y en este momento el legislador vio la necesidad de 
disponer de medios legales para atender el problema social en la dimensión que se 
presentaba, y así como con la expedición Ley 599 de 2000 que tipificó el delito de tráfico, 
fabricación o porte de estupefacientes, estipulado en su  precepto 376, el problema del 
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adicto creció  con el riesgo de ser judicializado en el evento de que fuera sorprendido en 
flagrancia llevando consigo sustancia psicotrópica que superara la dosis personal, dado que 
el legislador aumentó altamente el quantum punitivo, olvidando el Estado a través  del 
Congreso la problemática social, familiar y personal del fármaco-dependiente, y lejos de 
ser parte de la solución a la vivencia de éste, maximiza su problema asumiéndole como un 
delincuente.  
 
Por lo anterior, si el juez al momento de interpretar y aplicar la norma, visualiza desde 
una óptica más humana y como una verdadera problemática la condición vulnerable del 
adicto que es capturado en flagrancia por portar sustancia estupefaciente superior a la 
permitida, puede contribuir a aminorar el impacto desfavorable que indefectiblemente le 
genera una pena a éste, lo mismo, a través de la aplicación de una norma mediante la cual 
se reduzca ostensiblemente el quantum punitivo, evitando que el adicto, por el solo hecho 
de serlo y ser judicializado por la situación anotada, vaya a una cárcel y su condición 
vulnerable se agudice.  
 
Lo referenciado podría lograrse dándole aplicación al contenido del artículo 55 del 
Código Penal que manifiesta “Son circunstancias de menor punibilidad, siempre que no 
hayan sido previstas de otra manera (…) 8. La indigencia o la falta de ilustración, en cuanto 
hayan influido en la ejecución de la conducta punible. 
 
Y en el mismo orden de ideas, al canon 56 de la Ley Penal que refiere: “El que realice 
la conducta punible bajo la influencia de profundas situaciones de marginalidad, ignorancia 
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o pobreza extremas, en cuanto hayan influido directamente en la ejecución de la conducta 
punible y no tengan la entidad suficiente para excluir la responsabilidad, incurrirá en pena 
no mayor de la mitad del máximo, ni menor de la sexta parte del mínimo de la señalada en 
la respectiva disposición”. 
 
Los artículos referidos hacen hincapié en la condición de marginalidad, entendida 
desde la exigüidad de mediación de alguien en las disposiciones sociales y políticas 
intrínsecamente en la comunidad, por la falta de recursos económicos, que trae como 
consecuencia aislamiento y desigualdad en la distribución de los bienes y servicios 
necesarios para la sobrevivencia.  
 
Justamente aquellos individuos que hacen parte de un grupo aislado, ante la falta de 
oportunidad laboral y ante la escasez de recursos económicos, son confinados a lugares 
apartados, con limitación de los servicios públicos domiciliarios, seguridad social y 
educación, considerándose personas de extrema pobreza. (Expediente 
660016000035201202773 J5PC de Pereira). 
 
La anterior revisión histórica, sumada al análisis de la reglamentación legal, permite 
determinar: 
 
En primer lugar, al ser la adicción a sustancias químicas una conducta que pone en 
riesgo la integridad personal y perturba la convivencia familiar, laboral y social, en el cual 
se involucran aspectos genéticos, físicos y socioculturales, lo que es reconocido por el 
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mismo legislador, es claro que el adicto merece un tratamiento diferente al del delincuente 
potencial.  
 
En segundo lugar, penalizar a quien está catalogado como un enfermo, se aleja 
considerablemente y contraría el fin del Estado que tiende a la recuperación, rehabilitación 
e integración social del drogadicto, y por el contrario aumenta las  probabilidades de que 
éste no pueda ni quiera superar su dependencia. 
 
Segunda Visión: Concepto de Adicción  
 
Es importante tener un conocimiento pleno sobre la definición de adicción, al 
respecto, el diccionario de la Real Academia Española la define como: “Adicción. 
1. f. Hábito de quien se deja dominar por el uso de alguna o algunas drogas tóxicas, o por 
la afición desmedida a ciertos juegos. (…)”. 
Por su parte, en cuanto a la definición de marginalidad enuncia:  
“Marginalidad. 1. f. Situación de marginación o aislamiento de una persona o de una 
colectividad. 
2. f. Falta de relación de algo con la materia de que se trata. 
3. f. Falta de integración de una persona o de una colectividad en las normas sociales 
comúnmente admitidas.” 
Asimismo, la noción de Justiciable es de gran importancia dentro de la presente 
investigación, referente al concepto El diccionario la Real Academia Española la expone: 
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“Justiciable. 1. Adj. Dicho de ciertos hechos: Que pueden o deben someterse a la acción 
de los tribunales de justicia”. 
 
Tercera Visión: Pronunciamientos sobre Dependencia a sustancias psicoactivas de la 
Suprema Corte 
 
Sobre la dependencia a sustancias psicoactivas, en distintas ocasiones, la Corte 
Constitucional ha expuesto: 
 
“La drogadicción crónica es una enfermedad psiquiátrica que requiere tratamiento 
médico en tanto afecta la autodeterminación y autonomía de quien la padece, dejándola 
en un estado de debilidad e indefensión que hace necesaria la intervención del Estado en 
aras de mantener incólumes los derechos fundamentales del afectado”. (Sentencias T-684 
de 2002). 
 
Asimismo, en sentencia T-814/08 se pronunció afirmando que: 
 
“es dable afirmar que quien sufre de farmacodependencia es un sujeto de especial 
protección estatal, pues a la luz de la Carta Política y de la jurisprudencia constitucional, 
se trata de una persona que padece una enfermedad que afecta su autonomía y 
autodeterminación, pone en riesgo su integridad personal y perturba su convivencia 
familiar, laboral y social. Así las cosas la atención en salud que se requiera para tratar 
efectivamente un problema de drogadicción crónica, debe ser atendida por el Sistema 
integral de seguridad social en salud, bien a través de las empresas promotoras de salud 
de los regímenes contributivo y subsidiado o mediante instituciones públicas o privadas 
que tengan convenio con el Estado”. 
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6.3 Marco Jurídico 
 
Para tener un acercamiento al marco jurídico de los justiciables adictos y la condición 
de marginalidad que de ellos pueda predicarse, a partir de sus antecedentes normativos, es 
importante anotar que en Colombia la regulación del consumo de estupefacientes se 
vislumbra desde la Ley 109 de 1922, la cual hace referencia a la intoxicación producida 
por el alcohol o cualquier otra sustancia venenosa.  
 
Más adelante con la Ley 118 de 1928 que regula la importación y venta de drogas 
que formen hábito pernicioso, después con la expedición del Código Penal de Colombia 
de 1936 se tipifica dentro del capítulo relativo a la “Salubridad Pública”, la elaboración y 
distribución de sustancias narcóticas. 
 
Posteriormente con la Ley 17 de 1973, se crean nuevos tipos penales relacionados 
con sustancias narcóticas. Mediante la expedición del Decreto 1188 de 1974, se crea el 
Consejo Nacional de Estupefacientes. 
 
A la postre, la Ley 30 de 1986: deroga el Decreto 1188 de 1974, Establece 
definiciones de los diferentes términos requeridos en materia de estupefacientes, otorga al 
Estado control de la fabricación, distribución y reserva de cualquier droga o sustancia que 
produzca dependencia física o psíquica; tipifica los delitos y contravenciones relacionados 
con el tráfico de estupefacientes; determina los procedimientos de destrucción de 
plantaciones y de destrucción de sustancias incautadas; establece los objetivos de 
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tratamientos de rehabilitación; determina funciones del Consejo Nacional de 
Estupefacientes. (Modificada por Decreto 1124 de 1999, Ley 365 de 1997 y Ley 962 de 
2005. Reglamentada por Decreto 306 de 1998, Decreto 233 de 1998 y Decreto 3788 de 
1986. Reglamentada parcialmente por el Decreto 1461 de 2000. Derogada parcialmente 
por Ley 124 de 1994. Incorporados y sustituidos artículos 2-5; 12; 16-18; 20; 22-29; 31; 
55; 59-61; 85; 86 por Decreto 1298 de 1994. Suspendida parcialmente por Decreto 3665 
de 1986) 
 
La Ley 745 de 2002, tipifica como contravención el consumo y porte de dosis 
personal de estupefacientes o sustancias que produzcan dependencia, con peligro para los 
menores de edad y la familia. 
 
El Acto Legislativo No. 002 de 2009, Promueve la reforma del  Artículo 49 de la 
Constitución Política de Colombia. La reforma constitucional prohíbe el porte y consumo 
de estupefacientes,  acogiendo al adicto a la posibilidad de rehabilitación médica. Acto 
Legislativo  aprobado por Plenaria del Senado de la República en diciembre de 2009. 
 
Asimismo, la Ley 599 de 2000, actual Código Penal Colombiano, tipifica el delito de 
tráfico, fabricación o porte de estupefacientes (Art. 376), además, menciona las 
condiciones de inferioridad psíquica determinadas por la edad o por circunstancias 
orgánicas, en cuanto hayan influido en la ejecución de la conducta punible, como una 
circunstancia de menor punibilidad, (Núm. 9, Art. 55) y le da un tratamiento especial a las 
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conductas punibles que se realicen bajo la influencia de profundas situaciones de 
marginalidad, ignorancia o pobreza extremas (Art. 56). 
 
Finalmente, mediante la ley 1566 de 2012 se dictan normas para garantizar la 
atención integral a personas que consumen sustancias psicoactivas  
 
6.4 Bloque  de Constitucionalidad 
 
 Convenios de la OIT 97, 98, 151 y 154 según el artículo 53 inciso tres de la C.P 
 Instrumentos internacionales que garantizan el goce efectivo del derecho a la salud, 
como el Pacto Internacional de Derechos Económicos, sociales y culturales de 1966 
y el Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos de 
1988 (art. 93 superior, bloque de constitucionalidad), se consagran los que protegen 
a las personas que padecen enfermedades mentales en el marco de la prevención de 
la discriminación, pudiendo mencionarse la Declaración de los derechos de los 
impedidos de 1975; los Principios para la protección de los enfermos mentales y el 
mejoramiento de la atención de la salud mental de 1991; y la Convención sobre los 
Derechos de las personas con discapacidad de 2006.  
 Así mismo, han sido promulgadas, entre otras, la Ley 1306 de 2009 sobre 
Protección de personas con discapacidad mental y recientemente la Ley Estatutaria 
1618 de 2013 que garantiza el pleno ejercicio de los derechos de las personas con 
discapacidad. 
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7. DISEÑO METODOLÓGICO 
 
7.1 Tipo de Investigación: 
 
Descriptivo  
 
7.2 Método De Investigación: 
 
Análisis y Síntesis 
  
7.3 Información Secundaria: 
 
Ley 30 de 1986, Artículo 376, 56 y numeral 8 del Artículo 55 de Código Penal, Ley 
1566 de 2012. 
 
7.4 Información Primaria  
 
Pronunciamientos de los Jueces Penales del Circuito de Pereira y Dosquebradas, 
Risaralda. 
 
7.5 Población y  Muestra: 
 
Ediles del Concejo municipal de Belén de Umbría. 
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8. DESARROLLO TEMATICO 
CAPITULO I: CONDICION QUE LE DA EL ESTADO COLOMBIANO AL 
ADICTO A SUSTANCIAS FARMACODEPENDIENTES 
 
Persona con Farmacodependencia 
 
De acuerdo con  el blog aaproblemassociales, se entiende por persona 
farmacodependiente, a aquella  que presenta una dependencia a una o más sustancias  
psicoactivas. 
 
Determinación de las leyes  
  
La ley 11 de 1920 impone por primera vez multas al tráfico de drogas en Colombia, 
estando como presidencia Marco Fidel Suarez. 
 
La ley 45 de 1946 castigaba con cárcel la producción y el tráfico de drogas. 
 
Decreto 1669 de 1964 penaliza el consumo de cualquier estupefaciente. 
 
Ley 13 de 1974 con la cual se aprobó la convención única de estupefacientes realizada el 
30 de marzo de 1961. 
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Decreto 1118 de 1974. Primer Estatuto Nacional Régimen antidrogas, que tipificaba como 
delito la producción y tráfico de marihuana, cocaína o morfina 
 
Decreto 1118 de 1987 se creó la Policía Especializada Antinarcóticos  
 
Ley 43 de 1980 con la cual se aprobó la convención de Viena sobre sustancias 
psicotrópicas   
 
Ley 30 de 1986, Nuevo Estatuto Nacional de Estupefacientes, una ley que regula la 
tenencia, distribución, comercialización y producción de sustancias psicoactivas: Esta Ley 
se constituye en el principal soporte normativo del país, en lo que a las drogas se refiere. 
En ella se hace mención, entre otras medidas, a las obligaciones y sanciones de los medios 
de comunicación y al sistema escolar colombiano. 
Artículo 9: Toda campaña tendiente a evitar los cultivos y la producción, tráfico y consumo 
de sustancias estupefacientes, deberá ser dirigida y supervisada por el Consejo Nacional de 
Estupefacientes, directamente o a través del Comité Técnico que se crea por medio de la 
presente Ley. 
Artículo 10: A partir de la vigencia del presente Estatuto, la prensa escrita, las estaciones 
de radiodifusión sonora y las programadoras de televisión que operen en el país deberán 
adelantar campañas destinadas a combatir el tráfico y consumo de drogas que producen 
dependencia, con la duración y periodicidad que determine el Consejo Nacional de 
Estupefacientes, de común acuerdo con el Ministerio de Comunicaciones, los cuales 
reglamentarán y vigilarán el cumplimiento de esta disposición. Los programas podrán ser 
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elaborados directamente por el correspondiente medio de comunicación, pero para su 
difusión deberán ser sometidos a la aprobación del Consejo Nacional de Estupefacientes. 
Artículo 11: Los programas de educación primaria, secundaria y superior, así como los de 
educación no formal, incluirán información sobre riesgos de la farmacodependencia, en la 
forma que determine el Ministerio de Educación Nacional y el ICFES, en coordinación con 
el Consejo Nacional de Estupefacientes. 
Artículo 12: Las universidades públicas y privadas obligadas a ello conforme a la 
reglamentación que acuerden el Ministerio de Salud, el Ministerio de Educación y el 
ICFES, incluirán en sus programas académicos el servicio obligatorio gratuito de 
consultorios clínicos, para la atención de farmacodependientes. 
Artículo 15: En ningún caso podrán trabajar personas menores de catorce (14) años, 
durante la jornada nocturna en establecimientos donde expidan y consuman bebidas 
alcohólicas [decreto 2737 de 1989, 237 a 241]. 
Artículo 25: Los hospitales y clínicas, oficiales y privados, y los establecimientos 
farmacéuticos, oficiales y privados, deberán llevar un libro de control de medicamentos y 
drogas que producen dependencia y sus precursores, conforme a las disposiciones que 
expida el Ministerio de Salud. 
Artículo 27: Los profesionales en medicina que formulan las drogas y medicamentos a 
que se refiere el artículo 26, a pacientes considerados como farmacodependientes, tienen 
la obligación de informar de ello a los Servicios Seccionales de Salud, los cuales deberán 
transmitir la información al Fondo Rotatorio de Estupefacientes del Ministerio de Salud, 
que deberá llevar un Registro Nacional de Farmacodependientes. 
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Lo dispuesto en este artículo se ajustará a la reglamentación que expida el Ministerio de 
Salud, previo concepto del Tribunal de Ética Médica y la Sociedad Colombiana de 
Psiquiatría. 
Artículo 28: Los establecimientos farmacéuticos y organismos sanitarios que fabriquen, 
almacenen, distribuyan, vendan o usen drogas y medicamentos que producen dependencia 
y sus precursores, estarán sometidos a la inspección y vigilancia del Ministerio de Salud. 
 
Otras de las Leyes que están relacionadas directa o indirectamente con el problema de 
las drogas en Colombia son: 
 
Ley 10 de 1990 Responsabilidad en la reducción del consumo drogas a nivel 
departamental, responsabiliza a los departamentos de las acciones para el fomento de la 
salud, entre las cuales la reducción del consumo de alucinógenos ocupa un lugar de especial 
importancia. 
 
Constitución Nacional de 1991, en sus artículos 47, 49, 79 y 366 de  la carta magna 
anuncia algunas obligaciones del Estado con respecto a la promoción, protección y 
recuperación de la salud de los ciudadanos y el derecho a un ambiente sano. 
Artículo 47: El Estado adelantará una política de previsión, rehabilitación e integración 
social para los disminuidos físicos, sensoriales, y psíquicos, a quienes se prestará la 
atención especializada que requieran. 
Artículo 49: (modificado): El porte y el consumo de sustancias estupefacientes o 
sicotrópicas están prohibidos, salvo prescripción médica. Con fines preventivos y 
P o s i c i ó n  d e  l o s  j u e c e s  p e n a l e s  | 31 
rehabilitadores, la ley establecerá medidas y tratamientos administrativos de orden 
pedagógico, profiláctico o terapéutico para las personas que consuman dichas sustancias. 
El sometimiento a esas medidas y tratamientos requiere el consentimiento informado del 
adicto. 
Así mismo el Estado dedicará especial atención al enfermo dependiente o adicto y a su 
familia para fortalecerla en valores y principios que contribuyan a prevenir 
comportamientos que afecten el cuidado integral de la salud de las personas y, por 
consiguiente, de la comunidad, y desarrollará en forma permanente campañas de 
prevención contra el consumo de drogas o sustancias estupefacientes y en favor de la 
recuperación de los adictos. 
Artículo 79: Todas las personas tienen derecho a gozar de un ambiente sano. La ley 
garantizará la participación de la comunidad en las decisiones que puedan afectarlo. 
Artículo 366: El bienestar general y el mejoramiento de la calidad de vida de la población 
son finalidades sociales del Estado y será su objetivo fundamental la solución de las 
necesidades insatisfechas de salud, por lo que el gasto público social será prioritario. 
 
Ley 18 de 1991 
Artículo 23: Prohíbase en todas las actividades deportivas del país el uso de 
estupefacientes y sustancias psicotrópicas, cuyos efectos procuren artificialmente mejorar 
el rendimiento, reducir la angustia, disminuir la fatiga o incrementar el poder de los 
músculos de los competidores, conforme a lo preceptuado por el Artículo 1º de la Ley 18 
de 1991, sin perjuicio de las demás sustancias y métodos prohibidos por la ley. 
 
P o s i c i ó n  d e  l o s  j u e c e s  p e n a l e s  | 32 
Ley 65 de 1993 sobre el consumo de drogas en el régimen penitenciario. 
 
Ley 115 de 1994 Ley General de Educación 
 
Decreto 1108 1994: Porte y consumo de estupefacientes y sustancias psicotrópicas. 
 
Ley 599 de 2000: El artículo 376 del Código Penal, que sanciona el tráfico, fabricación o 
porte de estupefacientes, se aplicaba “salvo lo dispuesto sobre dosis para uso personal”. 
Esa norma fue modificada por el artículo 11 de la Ley 1453 de 2011, para eliminar la 
excepción que privilegiaba a la dosis personal. 
 
Ley 769 de 2002: sobre el consumo de sustancias en el código de tránsito. 
 
Ley 745 de 2002: prohibió el consumo en espacios públicos, establecimientos comerciales 
de esparcimiento, centros educativos y lugares aledaños, y en presencia de niños y niñas.  
 
Ley 1098 de 2006: La Ley de Infancia y Adolescencia aborda explícitamente el tema de 
las drogas al enunciar que los niños, niñas y entes deberán ser protegidos frente al consumo 
de tabaco, sustancias psicoactivas, estupefacientes o alcohólicas y la utilización, el 
reclutamiento o la oferta de menores en actividades de promoción, producción, 
recolección, tráfico, distribución y comercialización de las mismas (artículo 20, numeral 
3). De la misma forma, y en consonancia con los decretos antes expuestos, le asigna la 
obligación ética a los establecimientos educativos de prevenir el tráfico y consumo de todo 
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tipo de sustancias psicoactivas que producen dependencia dentro de las instalaciones 
educativas y solicitar a las autoridades competentes acciones efectivas contra el tráfico, 
venta y consumo alrededor de las instalaciones educativas (artículo 43, numeral 7). 
 
Ley 1453 del 2011: 
Artículo 11. Tráfico, fabricación o porte de estupefacientes. El artículo 376 de la Ley 599 
de 2000 penaliza el porte de estupefacientes. 
 
Ahora bien, se presentaran a continuación algunas sentencias importantes para 
esta investigación: 
 
Sentencia C-491 del 28 de junio del 2012- despenalización de la dosis personal 
 
Ley No 1566 de 2012: Por medio de esta el Gobierno Nacional, establece que toda persona 
que sufra trastornos mentales o cualquier patología derivada del consumo, abuso y adicción 
a sustancias psicoactivas, tendrá derecho a ser atendida  en forma integral por las Entidades 
que conforman el Sistema General de Seguridad Social en Salud. 
 
Sentencia C-221 de 1994, que dio lugar a la despenalización del porte y consumo de la 
dosis mínima en Colombia y que declaró inexequible los artículos 51 y 87 de la Ley 30 de 
1986 del Estatuto Nacional de Estupefacientes. Explica que en dicha ocasión la Corte 
señaló que la drogadicción es un comportamiento personal que no trasciende la órbita más 
íntima del sujeto consumidor y que “sólo las conductas que interfieran con la órbita de la 
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libertad y los intereses ajenos, pueden ser jurídicamente exigibles”. Indica que la Corte en 
la misma Sentencia estableció que el Estado debe ejercer un papel activo en el consumo de 
drogas y que puede el legislador sin vulnerar el núcleo esencial de dicho derecho, regular 
las circunstancias de lugar, de edad, de ejercicio temporal de actividades y otras análogas, 
dentro de las cuales el consumo de droga resulte inadecuado o socialmente nocivo, como 
sucede en la actualidad con el alcohol y el tabaco. 
 
Las Sentencias C-986 de 2006, C-816 de 2004 y C-153 de 2007. 
 
La Corte Constitucional en la Sentencia C-221 de 2004, sobre la despenalización de la 
dosis personal, doctrina que ha continuado desarrollando la Corte Suprema de Justicia, “al 
impedir la criminalización de la ´Dosis de Aprovisionamiento´ por ausencia de 
antijuridicidad material”. 
Las Naciones Unidas en diferentes convenios como la Convención Única sobre 
Estupefacientes de 1961, adicionada por el Protocolo de 1972, el Convenio sobre 
Sustancias Sicotrópicas de 1971 y la Convención de las Naciones Unidas contra el 
Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Sicotrópicas.  
Convenios suscritos por Colombia con países fronterizos para tratar el problema sobre 
sustancias sicotrópicas  
 
• Tratado de firmado en Río de Janeiro el 28 de diciembre 1938.  Aprobado mediante Ley 
85 de 1939 y Canjeados los Instrumentos de Ratificación, en Río de Janeiro, el 2 de 
septiembre de 1940.  
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• Acuerdo de asistencia recíproca para la prevención, control y represión del uso y tráfico 
ilícito de sustancias estupefacientes y psicotrópicas,  firmado en Bogotá, el 12 de marzo 
de 1981.  
 
• Acuerdo de cooperación entre el gobierno de la república de Colombia y el gobierno de 
la república de cuba para la prevención, el control y la represión del tráfico ilícito de 
estupefacientes y sustancias sicotrópicas y delitos conexos, suscrito en la habana, cuba, el 
14 de enero de 1999.  Ley 625 del 11 de diciembre de 2000. 
  
• Convenio de cooperación judicial y asistencia mutua en materia penal entre la república  
de Colombia y la republica del ecuador, firmado en Bogotá, el 16 de diciembre de 1996.  
Ley 519 del 4 de agosto de 1999 
 
• Declaración  de alianza contra las drogas ilícitas entre la república de Colombia y los 
estados unidos de américa, firmada en Washington el 28 de octubre de 1998. 
 
• Acuerdo entre el gobierno de la república de Colombia y el gobierno de los estados unidos 
de  américa para suprimir el tráfico ilícito por mar, firmado en Bogotá, el 20 de febrero de 
1997.  Vigente desde la fecha de suscripción.  
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CAPITULO II: PROBLEMÁTICA JURIDICA DEL ADICTO LLAMADO A 
RESPONDER PENALMENTE A CONSECUENCIA DE SU 
COMPORTAMIENTO FARMACO DEPENDIENTE O PORTE DE 
ESTUPEFACIENTES 
 
 
Según Vega Yepes (2010), la evaluación al tratamiento jurídico en Colombia debe 
dar sus arraigos desde la despenalización de la dosis mínima. 
 
Ahora bien para determinar esto se debe introducir primero la Sentencias C-221 de 
1994, en la cual se expone la ley 30 de 1986, la cual estableció el Estatuto Nacional de 
estupefacientes. El artículo 2, que establece los tipos penales para el porte y consumo de 
las dosis personales, según este artículo se instituía la sanción de arresto y la multa 
respectiva. No obstante, el artículo 51, de dicha ley estableció  la reclusión en un 
establecimiento acorde para el adicto, en otras palabras se establecía un centro psiquiátrico 
o similar para las personas que según dictamen médico legal alertaba la condición de 
adicto. 
 
De allí que, el análisis de esta reglamentación diera como resultado, la determinación 
de la constitucionalidad de conformidad con el ordenamiento jurídico. De manera que  el 
miembro de decisión y ordenamiento jurídico, determinó que los topes y las medidas para 
la dosis personal no contradecía el ordenamiento jurídico. 
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De manera que los argumentos esgrimidos por la corte, definen y establecen los 
límites del Estado en cuanto a la protección de la salud de las personas. Del mismo modo, 
el análisis de los tipos de prohibiciones al consumo y porte de drogas, estableció que por 
medio de la adopción de estas medidas se caería en el peligrosismo. Esto debido a los 
argumentos esgrimidos para la prohibición referente al peligro de una persona bajo los 
efectos de la droga, castigándola así por lo que posiblemente hará y no lo que efectivamente 
hace. 
 
De allí que, se considerara que la prohibición representaba una discriminación 
referente a otros comportamientos de consumo que de igual forma podrían llegar a ser 
adictivos y causar mayores daños que las propias drogas “ilícitas”, y que aun así no se 
encuentran prohibidas. En síntesis es significativo para el estudio del presente trabajo,  la 
medida en que el reconocimiento de una discriminación, implica la equiparación de los 
comportamientos, introduciéndolos  dentro de un mismo género. 
 
De manera que lo anteriormente expuesto, sirvió como argumento para la 
despenalización del consumo  y porte, lo cual hace parte del libre desarrollo de la 
personalidad, mas sin embargo la medida privativa de la libertas y todo tratamiento que no 
goce del consentimiento del consumidor, es un contra pie a la autonomía y 
autodeterminación  del individuo, dándole de alguna forma de avance, por medio del cual 
la sentencia  determinó cual debe ser el papel del estado para el tratamiento de los 
comportamientos de consumo y porte de estupefacientes, inherente a la codicia del Estado 
Social del derecho.  
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En síntesis, las soluciones para el tratamiento estatal de la drogadicción se pueden 
extrapolar a otras condiciones adictivas por encontrar sustento en los argumentos de la 
Corte; siendo así de gran importancia la decisión, no solo para la especie drogadicción, 
sino para el género la adicción. 
CAPITULO III: CONSIDERACIONES DE LOS JUECES  DE LA CIUDAD DE 
PEREIRA RESPECTO A LA CONDICION DEL ADICTO  Y LA 
CATEGORIZACION DE LA MARGINALIDAD. 
 
Ahora bien se define en primera instancia la marginalidad, la cual no está descrita 
como tal,  y debe interpretarse por los jueces, de allí que se quiera conocer la posición de 
los jueces de la ciudad de Pereira. 
 
De acuerdo con Colace (2007), en su ensayo la Droga y la discriminación al adicto  
define el adicto y su condición de marginalidad de la siguiente manera: 
 
“El droga dependiente suele ser visto como persona que necesita de sustancias ilegales 
para lograr un estado placentero que le permita evadir una realidad no deseada. Como 
conjunto social discriminamos esa actitud en una forma casi unánime. Sin embargo, 
toleramos otras dependencias que, si bien no son penadas por la ley, tienen causas y 
efectos similares en las personas. Hoy, en la era de la idealización del consumo, nuestra 
idea de "persona dependiente" debería ampliarse, reduciendo la carga negativa que se 
impone a quienes consumen drogas. 
 
Uno de los colectivos más castigados por la discriminación es el de las personas que usan 
drogas. Al afirmar esto debemos aclarar que la sociedad condena el uso de drogas ilegales 
P o s i c i ó n  d e  l o s  j u e c e s  p e n a l e s  | 39 
como la marihuana o la cocaína, y no el uso indiscriminado de otras sustancias de 
consumo legal. 
 
Con el uso de drogas ilegales pasa algo muy distinto. Existe una construcción social que 
origina un fuerte rechazo hacia la persona adicta o dependiente de sustancias como la 
marihuana, la cocaína y los psicofármacos. Entre los antivalores que nuclea esta 
construcción o imaginario colectivo se encuentran la marginalidad, la peligrosidad, el 
carácter de vagos o vividores de las personas adictas, su improductividad social, su 
imposibilidad de llevar a cabo algún proyecto y un alto riesgo con respecto al VIH/sida, 
entre otros. 
 
De manera que, cabe acotar que cuando decimos riesgo, en el imaginario social no se 
representa la posibilidad de daño para sí mismos, sino para los demás. Discriminación: 
una traba a la prevención y la recuperación. Como toda construcción social, la que nos 
formamos del adicto está en buena medida fundada en mitos, prejuicios y desconocimiento. 
Es por lo tanto inexacta y origina reacciones, conductas y juicios discriminatorios. 
 
Ahora bien, la conducta social de rechazo y estigmatización parece generar como reacción 
un encapsulamiento de los grupos usuarios de drogas, reflejado en un comportamiento de 
clan, con un código sumamente cerrado que actúa como escudo. Difícilmente puedan 
franquear esa barrera los mensajes que provienen del exterior, entre ellos, los de 
prevención y recuperación. 
 
La discriminación del resto no aporta nada bueno al momento de reflexionar sobre las 
propias opciones. Por el contrario, para un colectivo que se rige por reglas tan cerradas, 
la agresión que representa una actitud discriminatoria funciona como un acicate para 
profundizar en los propios modelos. La discriminación, como siempre, sólo produce un 
efecto adverso para el conjunto.” (Colace, Patricia, 2007, pp.1-2). 
 
En síntesis, Colace establece unas directrices en las cuales se juzga el consumidor de 
sustancias o adictos, ahora bien ella afirma que si se juzga el consumo desde un punto de 
vista más general como dependencias más cotidianas o inofensivas,  se entendería que la 
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marginalidad o la discriminación sólo crea barreras entre las personas. De allí que la 
doctrinante afirme que se debería iniciar un camino de comprensión, prevención y 
recuperación que no es otra cosa que un proceso de liberación personal y social. 
 
Ahora bien, según información recolectada en la ciudad de Pereira hay dos jueces 
que son muy reacios a la categorización de la marginalidad, por los cual estos no  aceptan 
rebaja a los adictos, aunque cabe añadir que hay  otros que son mayoría que si les conceden 
la rebaja de la ley, por la categorización de la marginalidad. 
 
De manera que entran a justificar la toma de las decisiones mediante el Art. 56 del 
Código Penal el cual señala que: 
 
“El que realice la conducta punible bajo la influencia de profundas situaciones de 
marginalidad, ignorancia o pobreza extremas, en cuanto hayan influido directamente en la 
ejecución de la conducta punible y no tengan la entidad suficiente para excluir la 
responsabilidad, incurrirá en pena no mayor de la mitad del máximo, ni menor de la sexta 
parte del mínimo de la señalada en la respectiva disposición.” 
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9. CONCLUSIONES 
 
A modo de conclusión se entiende que los severos problemas de adicción al ser 
susceptibles de ser penalizados, por las graves consecuencias que genera en el consumidor, 
en su entorno familiar y en general en la sociedad que reprocha este tipo de actos, deben 
ser estudiados y examinados por los jueces, no como una conducta delincuencial, sino por 
el contrario como un comportamiento de alguien que necesita mayor protección y ayuda, 
asimismo, se debe analizar teniendo en cuenta las condiciones que provocaron tal situación, 
entre ellas, las de marginalidad e ignorancia.   
 
Así también se establece unas directrices en las cuales se juzga el consumidor de 
sustancias o adictos, ahora bien ella afirma que si se juzga el consumo desde un punto de 
vista más general como dependencias más cotidianas o inofensivas,  se entendería que la 
marginalidad o la discriminación sólo crean barreras entre las personas. De allí ique la 
doctrinante afirme que se debería iniciar un camino de comprensión, prevención y 
recuperación que no es otra cosa que un proceso de liberación personal y social. 
 
Por último, según información recolectada en la ciudad de Pereira hay dos jueces que 
son muy reacios a la categorización de la marginalidad, por los cual estos no  aceptan rebaja 
a los adictos, aunque cabe añadir que hay  otros que son mayoría que si les conceden la 
rebaja de la ley, por la categorización de la marginalidad. 
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